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Introducción
En el 2009 se declaró en Colombia a la obesidad, junto con 

otras enfermedades crónicas no transmisibles (ecnt), como una 
prioridad de salud pública1. Desde entonces, las prevalencias de 
sobrepeso y obesidad, tanto en adultos como en la población in-
fantil, no han dejado de crecer. De acuerdo con cifras del 2015, 
casi dos de cada tres colombianos y uno de cada cinco niños y/o 
adolescentes sufren de alguna de estas condiciones. En conse-
cuencia, es necesario crear políticas públicas y estrategias que 
permitan revertir la tendencia al exceso de peso en el país.

La Organización Mundial de la Salud (oms) ha señalado 
que los impuestos a las bebidas azucaradas, cuando son adop-
tados en conjunto con otras medidas, son una intervención 
efectiva para enfrentar el sobrepeso y la obesidad (World Health 
Organization [who], 2017). Esta recomendación se suma a las 
experiencias de otros países como México y Chile que han adop-
tado esta medida, así como a la creciente evidencia científica que 
destaca su efectividad. En Colombia la medida se ha venido dis-
cutiendo desde 2016, sin que hasta la fecha haya sido adoptada 
por el Congreso. Este documento es un esfuerzo de Dejusticia 
por compilar los argumentos que respaldan esta medida desde 
una perspectiva de derechos humanos, así como los retos de su 
eventual implementación.

1	 Ley 1355 de 2009. Por medio de la cual se define la obesidad y las 
enfermedades crónicas no transmisibles asociadas a esta como una priori-
dad de salud pública y se adoptan medidas para su control, atención y pre-
vención. 14 de octubre de 2009. DO: 47502.
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1.	 Obesidad y sobrepeso en Colombia
Según la oms (2020), la obesidad y el sobrepeso se defi-

nen como la acumulación anormal o excesiva de grasa que pue-
de afectar la salud 2. En Colombia, de acuerdo con el índice de 
masa corporal, uno de cada dos adultos entre 18 y 64 años en el 
país sufre de sobrepeso u obesidad. En concreto, el 56 % de los 
colombianos en este rango de edad se ven afectados por estas 
condiciones crónicas (Instituto Colombiano de Bienestar Fami-
liar [icbf], 2015). Aunque esta condición afecta principalmente a 
adultos, los menores de edad también se ven afectados por ella. 
De hecho, el sobrepeso infantil es un factor de riesgo de obesi-
dad en la edad adulta y está relacionado, además, con la apari-
ción de trastornos mentales y enfermedades crónicas a tempra-
na edad (Chen & Wang, 2008; S R Daniels et al., 1998; Stephen R 
Daniels et al., 2002).

La gráfica 1 muestra el exceso de peso en diferentes ran-
gos de edad. Aunque el sobrepeso y la obesidad son enfermeda-
des con mayor presencia en edades adultas, las tasas en niños 
y jóvenes son de más del 20 % de la población en cada uno de 
los rangos. Estas enfermedades pueden tener impactos a lar-
go plazo sobre el crecimiento y desarrollo hacia la vida adulta 
(Heidari-Beni et al., 2019). En edades adultas, más del 50 % de 
la población dentro de estos rangos presenta sobrepeso u obesi-
dad. Aunque esto ha sido un problema que afecta a la población 
colombiana desde tiempo atrás, en los últimos años ha empeo-
rado. La gráfica 2 muestra la evolución de la población en exceso 
de peso desde el 2005 hasta el 2010.

Desde el 2005 hasta hoy, el porcentaje de la población 
afectada por sobrepeso u obesidad ha aumentado en el país. Se-
gún los datos históricos de la ensin (icbf, 2006), en la población 
menor de 18 años esta tasa no sobrepasaba más del 10.5 % en 

2	 El sobrepeso y la obesidad se calculan con el índice de masa cor-
poral (imc). El imc es un indicador de la relación entre el peso y la talla que 
se calcula dividiendo el peso de una persona en kilos por el cuadrado de su 
talla en metros (kg/m2). En el caso de los adultos, la oms define el sobrepe-
so como un IMC igual o superior a 25; y, la obesidad como un imc igual o 
superior a 30.
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Fuente: Cálculos propios - Encuesta Nacional de Situación Nutricional - ensin 
(icbf, 2015)

*Para individuos entre los 0 y 18 años se usa la definición de obesidad y sobre-
peso definida por el Ministerio de Salud (Resolución 2465, 2016).

Gráfica 2. Evolución de la tasa de exceso de peso  
en la población por rangos de edad

Fuente: ensin (icbf, 2015)

Gráfica 1. Población con exceso de peso por rangos de edad,  
según categorías del índice de masa corporal (imc)
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los rangos de edad analizados3 en el 2005. Para ese mismo año, 
el 46 % de los adultos tenían exceso de peso. Entre el 2010 y el 
2015, la tasa de exceso de peso en adultos subió 4.8 puntos por-
centuales, llegando al 55.9 %. En niños y jóvenes, la tasa de ex-
ceso de peso también ha crecido, particularmente en los niños 
entre 5 y 12 años. Aunque desde el 2005 el exceso de peso ya era 
señalado como un problema de salud pública (icbf, 2006), las 
cifras actuales muestran un incremento mayor, el cual está re-
lacionado al tipo de dieta y los hábitos de actividad física en la 
población. Además, en Latinoamérica el sobrepeso afecta a seis 
de cada diez personas adultas, y la obesidad a una de cada cinco 
(Garcia-Garcia, 2017).

La obesidad y el sobrepeso también son un factor de ries-
go que facilita la aparición de otras enfermedades. Según la oms 
(2020), las cardiopatías, la diabetes, los trastornos del aparato 
locomotor y algunos tipos de cáncer son algunas de las enfer-
medades relacionadas con el exceso de peso. En niños, la conse-
cuencia de una obesidad puede resultar incluso en muertes pre-
maturas, discapacidades en la edad adulta y riesgos psicológicos 
(Chen & Wang, 2008). 

En el ámbito económico, estas enfermedades aumentan la 
abstención laboral. Esto lleva a costos de productividad, (dado 
que los trabajadores se ausentan del trabajo por razones de sa-
lud) y presentismo (es decir, poca productividad mientras se tra-
baja). Junto con la mortalidad prematura, estas afectaciones so-
bre la productividad implican costos a la economía del país cada 
año (Pan American Health Organization [paho], 2021). En los 
niños, el sobrepeso, la obesidad y las enfermedades asociadas 
pueden afectar su desarrollo futuro e incluso pueden limitar la 
acumulación de capital humano, la productividad y la genera-
ción de ingresos en la economía (Nikolic et al., 2011).

Sin acciones inmediatas que ayuden a prevenir esta con-
dición, los costos futuros relacionados con el tratamiento de 
estas enfermedades van a ser mayores. Actualmente los costos 

3	 Para el 2005 solo el 3.1 % de los niños entre 0 y 4 años tenía exce-
so de peso; el 4.3 %, en la población entre 5 y 9 años; y el 10.3 %, en la po-
blación entre 10 y 17 años.
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monetarios agregados asociados al tratamiento del sobrepeso 
y la obesidad representan un alto gasto en el sistema de salud; 
además de generarlo en el bolsillo de los hogares colombianos 
debido a la hospitalización por complicaciones, la mortalidad 
prematura, la discapacidad o el absentismo (Federación Inter-
nacional de Diabetes [fid], 2019). Por otro lado, factores como el 
crecimiento poblacional, la migración hacia las urbes, los hábi-
tos de consumo y actividad física pueden acelerar la tasa de cre-
cimiento del exceso de peso en la población colombiana, por lo 
que se requieren acciones efectivas e inmediatas para controlar y 
mitigar estas enfermedades.

2.	 El consumo de bebidas  
azucaradas en el país
La obesidad es el resultado de múltiples factores indi-

viduales, familiares y comunitarios que derivan del ambiente 
social, económico y cultural (Egger & Swinburn, 1997). Sin em-
bargo, el consumo de productos ultraprocesados, incluyendo 
las bebidas azucaradas, ha demostrado ser una causa mayor de 
obesidad y sobrepeso (Huang et al., 2014; Malik et al., 2013; Qu-
tteina et al., 2019). Estudios recientes han encontrado, además, 
una relación entre el consumo de productos ultraprocesados y 
el aumento en el riesgo de muerte prematura (Rico-Campà et 
al., 2019). Incluso, algunos estudios han mostrado una relación 
entre el consumo de bebidas azucaradas y un mayor riesgo de 
muerte (Mullee et al., 2019). Teniendo en cuenta el alto conte-
nido en azúcares de estas bebidas y su bajo, o incluso nulo, con-
tenido nutricional, no es de extrañar que estos productos no se 
recomienden como parte de una dieta saludable.

En Colombia, la urbanización y el incremento del ingreso 
promedio (entre otros factores) han generado un cambio en los 
patrones de alimentación, que muestran un mayor consumo de 
productos ultraprocesados. En efecto, el 67.08 % de la población 
del país declaró consumir bebidas azucaradas durante el 2019 
(Departamento Administrativo Nacional de Estadística [dane], 
2020). Por cada persona que no consume bebidas azucaradas en 
el país, hay aproximadamente 2 que sí lo hacen.
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Gráfica 3. Frecuencia de consumo de bebidas azucaradas

Fuente: Encuesta Nacional de Calidad de Vida 2019 (dane, 2020)

*El área más oscura corresponde a la población urbana con esa frecuencia 
de consumo, y el área más clara corresponde a la población rural. El porcen-
taje se hace teniendo en cuenta el total de la población del país.

La frecuencia de consumo de estas bebidas azucaradas es 
una señal de la dependencia a este hábito dentro de la dieta de la 
población. Resulta preocupante que casi el 20 % de la población 
del país consume bebidas azucaradas todos los días de la sema-
na, y que el 8.56 % lo hace más de una vez al día. De todos mo-
dos, cabe mencionar que en un 25 % de la población este parece 
ser un hábito más esporádico. 

La gráfica 4 muestra cómo se distribuye la población se-
gún su patrón de consumo de estas bebidas. A medida que au-
menta el rango de edad, la población disminuye su consumo 
gradualmente. Por otro lado, el análisis por edades arroja que los 
niños y jóvenes entre 5 y 24 años son más propensos a consu-
mir estos productos. Aunque el sobrepeso y la obesidad suelen 
ocurrir en etapas adultas, es importante desincentivar el consu-
mo de bebidas azucaradas en etapas tempranas; son los niños 
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quienes acumulan el exceso de azúcar como tejido graso hasta la 
edad adulta, cuando es más difícil reducirlo y mitigar los impac-
tos en la salud.

Gráfica 4. Consumo de bebidas azucaradas por rangos de edad

Fuente: Encuesta Nacional de Calidad de Vida 2019 (dane, 2020)

La evidencia sugiere que en la mayoría de los ámbitos los 
patrones de consumo tienden a ser una mímica del comporta-
miento de aquellos en el círculo social, y que esta tendencia es 
mayor en niños y jóvenes que en adultos (Frank, 2020). Esto es 
definido por los psicólogos como el contagio de un comporta-
miento. Es decir, que el aumento del consumo de bebidas azu-
caradas en algunos individuos puede llevar a que otros también 
aumenten su ingesta de estos alimentos (Frank, 2020). Así pues, 
las políticas públicas dirigidas a disminuir el consumo no solo 
tienen un impacto en la población actualmente consumidora, 
sino que pueden evitar que el hábito se esparza en otras pobla-
ciones.

Además del sobrepeso y la obesidad por la alta ingesta de 
calorías que proveen estos productos, hay otras enfermedades 
causadas directamente por las bebidas azucaradas, indepen-
diente del índice de masa corporal. Según el Banco Mundial, el 
consumo de bebidas azucaradas produce: caries dentales y otros 
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problemas de salud oral, diabetes tipo II, síndrome metabólico, 
riesgo de enfermedades cardiovasculares y al menos doce tipos 
de cáncer (World Bank, 2020). Estas razones aumentan la im-
portancia de atacar el consumo de bebidas azucaradas, enten-
diéndolo como un problema de salud pública.

3.	 Un impuesto como instrumento  
para cambiar los hábitos de  
consumo no saludables
Existen herramientas de política pública poderosas y le-

gítimas que sirven para incentivar patrones de consumo social-
mente beneficiosos y desincentivar aquellos perjudiciales. El 
impuesto a las bebidas azucaradas, por ejemplo, es un instru-
mento de política pública que ha demostrado ser efectivo para 
desincentivar hábitos nocivos. En efecto, la imposición de un 
gravamen al consumo de productos no saludables aumenta el 
precio y, por lo tanto, disminuye su demanda; con lo cual permi-
te desincentivar consumos no saludables y promover otros más 
saludables.

Las personas que consumen bebidas azucaradas y otros 
productos nocivos usualmente no son conscientes de los im-
pactos de estos en su salud. Desde el punto de vista económico, 
esto se debe a que las personas no internalizan4 los impactos de 
su decisión de consumo. La asimetría de información sobre el 
contenido nutricional de los productos y su impacto en la sa-
lud acentúa esta falla de mercado, donde las personas terminan 
consumiendo más de lo que es social e individualmente óptimo. 
Cuando las estrategias de mercadeo de las bebidas azucaradas 
están enfocadas en promocionar el producto sin incluir adver-
tencias claras sobre sus impactos en salud (por ej. en el etique-
tado frontal), la decisión de consumo tiene un mayor sesgo que 
entorpece el proceso de internalización.

4	 En este caso el término internalizar se usa según el lenguaje 
económico, significa “tener en cuenta costes o beneficios ajenos a la pro-
ducción en la valoración de una actividad económica” (Real Academia Es-
pañola [RAE]).
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Los consumidores de este tipo de bebidas no cuentan con 
toda la información disponible, como los costos en su salud, o 
tienen una alta necesidad por la inmediatez y no le dan el peso 
adecuado a estos costos futuros (Allcott et al., 2019, p. 207). El 
aumento en los precios a las bebidas azucaradas es una forma 
de contribuir a que las personas internalicen los impactos de su 
decisión. Adicionalmente, a través de este impuesto se podría 
generar un recaudo que eventualmente pueda ser usado para co-
rregir la asimetría de información en el mercado.

Por otra parte, el impuesto a las bebidas azucaradas es 
una medida pigouviana para mitigar las externalidades genera-
das. Es decir, es un instrumento que el Estado puede usar para 
corregir fallas de mercado, específicamente aquellas generadas 
por las externalidades negativas o positivas. Lo anterior sucede 
cuando el costo marginal social de la producción o consumo de 
un determinado bien o servicio supera (externalidad negativa) 
o es inferior (externalidad positiva) al beneficio marginal social 
(Pigou, 1920). Esto quiere decir que la producción o consumo de 
bienes y servicios puede generar impactos no solo en quienes 
los consumen, sino en otras personas que no están involucradas 
en el mercado si este no se encuentra regulado. En el caso del 
consumo de bebidas azucaradas, las externalidades negativas se 
concentran principalmente en los costos asociados a las enfer-
medades y problemas de salud derivados de la ingesta frecuente 
de estas bebidas; específicamente a los recursos del sistema de 
salud público destinados al tratamiento de las ecnt derivadas 
del consumo de estos productos (Brownell et al., 2009; Dall et 
al., 2007; Wang et al., 2012), pero también a los costos que repre-
senta la congestión del sistema de salud.

Así pues, aunque los impactos negativos derivados de la 
ingesta de bebidas azucaradas afectan particularmente a quie-
nes las consumen, también es necesario contabilizar la conges-
tión y recursos destinados en el sistema de salud, al igual que el 
contagio del comportamiento dentro del rango de los efectos de 
esta ingesta. Este conjunto de impactos hace evidente la nece-
sidad de crear políticas públicas que desincentiven el consumo 
de manera rápida. Más aún —al sumarle las preferencias de los 
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hogares e individuos por niños y adultos saludables, vista en la 
disposición a pagar por mejorar los hábitos alimenticios— pue-
de haber un ambiente propicio para la implementación de im-
puesto al consumo de bebidas azucaradas.

La experiencia con otros productos que causan impactos 
nocivos a la salud da muestra de la efectividad de estos instru-
mentos. Uno de los cambios de consumo y hábitos más impor-
tantes inducidos por los impuestos es el tabaquismo. A finales 
de los años 50, más del 60 % de los hombres estadounidenses 
y casi el mismo porcentaje de mujeres eran fumadores. En el 
2015, solo el 16.7 % de los hombres y el 13.6 % de las mujeres 
de ese mismo país son fumadores  ( Jamal et al., 2017). Gracias 
a los impuestos, las prohibiciones y otras medidas regulatorias 
adoptadas, el ambiente influencia a que las preferencias de posi-
bles fumadores haya cambiado. Aunque en Colombia la política 
de impuestos al tabaquismo data de 1995 (Ley 233 de 1995), la 
reforma tributaria del 2016 fue la que introdujo cambios signifi-
cativos en este campo. El Ministerio de Salud logró impulsar un 
aumento al gravamen fijo del consumo de cigarrillo y tabaco, y 
le adicionó un componente ad valorem5 equivalente al 10 % de 
la base gravable. Durante estos años, el consumo de cigarrillos y 
tabaco procesado pasó de 10.08 % en el 2016 a 8.98 % en el 2019 
en personas entre los 18 y 69 años6.

Frente al caso específico de bebidas azucaradas, un gran 
número de jurisdicciones han adoptado esta política fiscal para 
reducir el consumo. A agosto del 2020, 43 países y ocho ciudades 
de Estados Unidos tenían un gravamen sobre este tipo de ali-
mentos (Global Food Research Program [gfrp], 2020). En Amé-
rica Latina, uno de los países que ha implementado este impues-
to para hacerle frente a la obesidad en su población es México. 
Como resultado, el consumo de bebidas azucaradas en México 
disminuyó en un 5.5 % solo en el primer año de implementación 
y en 9.7 % durante el segundo. Esto evidencia el potencial de 

5	 Según el valor del producto.

6	 Cálculos propios basados en la Encuesta de Calidad de Vida de 
2016 y de 2019. 
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esta política fiscal para cambiar los hábitos de consumos de pro-
ductos no saludables, junto con otras intervenciones para redu-
cir la carga de enfermedades crónicas (Colchero et al., 2017). Sus 
experiencias son útiles para el caso colombiano.

4.	 El impuesto como medida adecuada  
para promover los derechos humanos  
a la salud y la alimentación
Desde el marco de los derechos humanos, distintos relato-

res y organismos de protección de estos derechos en las Naciones 
Unidas han señalado que las medidas fiscales son una estrategia 
positiva para desincentivar consumos no saludables e incentivar 
los saludables. Por tanto, estas pueden contribuir positivamente 
a garantizar los derechos a la salud y la alimentación.

En materia del derecho a la alimentación, los relatores 
especiales han reconocido que las medidas fiscales (incluyendo 
los impuestos, pero también los subsidios) pueden ser efectivas 
para moldear hábitos de consumo saludables, en tanto que per-
miten desestimular el consumo de productos no saludables o es-
timular el consumo de aquellos más deseables. Por ejemplo, en 
su informe de 2011 el Relator Especial sobre el Derecho a la Ali-
mentación, Olivier de Schutter, resaltó que “los Estados deben 
proteger el derecho a una alimentación adecuada mediante la 
adopción de medidas que reduzcan las repercusiones negativas 
que tienen los actuales sistemas alimentarios en la salud públi-
ca” (De Schutter, 2011, párr. 38), y que 

El cobro de impuestos a los alimentos y la concesión de sub-
sidios para fomentar una alimentación sana constituyen 
una intervención eficaz en función del costo y económica 
que abarca a toda la población y que puede tener un impac-
to significativo […] Gravar los alimentos y bebidas con alto 
contenido de grasas, azúcar y sal puede ser un instrumento 
eficaz. (De Shutter, 2011, párr. 39)

De manera similar, en su informe de 2016, la Relatora Es-
pecial sobre el derecho a la alimentación (Hilal Elver) reconoció 
que “la imposición de gravámenes a los alimentos poco nutriti-
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vos también puede desalentar a los consumidores” (Elver, 2016, 
párr. 84) y que “varios países gravan también las bebidas que 
contienen una gran cantidad de azúcar u otros edulcorantes” 
(Elver, 2016, párr. 85).

A su vez, relacionado con el derecho a la salud, el Relator 
Especial sobre el derecho de toda persona al disfrute del más alto 
nivel posible de salud física y mental (2012) también reconoció 
el beneficio de este tipo de impuestos, al señalar que

Los impuestos sobre el consumo que se aplican a los bienes 
perjudiciales desde el punto de vista social, como el alcohol, 
la comida chatarra o el tabaco, también se emplean para re-
caudar fondos para la salud y pueden destinarse específica-
mente al gasto en este sector. Este tipo de impuestos puede 
cumplir la función secundaria de reducir el consumo de sus-
tancias poco saludables al aumentar sus precios, lo que pue-
de promover la salud pública en general. (párr. 17)

A tal punto son reconocidos los impuestos como herra-
mientas adecuadas para combatir el sobrepeso y la obesidad 
que el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, 
órgano que vigila el cumplimiento del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales, ha recomenda-
do explícitamente a los países que incorporen estos impuestos 
como estrategia para proteger los derechos a la alimentación y 
la salud. Así lo expresó el Comité en sus observaciones finales a 
Polonia en 20167 y a Argentina en 20188.

7	 El Comité expresó que “preocupado por el aumento de las tasas de 
obesidad infantil y las bajas tasas de lactancia materna, en particular de 
los niños de entre 2 y 6 meses de edad” (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, 2016, párr. 41) recomendó que el Estado debía imponer 
“una mayor carga tributaria a la comida basura y las bebidas azucaradas” 
(Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2016, párr. 42).

8	 Al abordar el tema sobre el consumo de obesidad y alimentos no sa-
ludables, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (2018) 
estableció que “lamenta la ausencia de un reconocimiento y protección con-
stitucional explícito del derecho a la alimentación” y que “preocupado por el 
incremento de los índices de sobrepeso y obesidad, la ausencia de medidas 
estatales para disminuir el consumo de bebidas azucaradas y la falta de 
una regulación adecuada para restringir la publicidad de alimentos no sa-
ludables” (párr. 45) recomienda “tomar las medidas efectivas para disuadir 
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Un tema que ha inquietado en el análisis de este impues-
to es su posible efecto regresivo y el impacto desproporcionado 
que tendría en las poblaciones más desaventajadas. En efecto, 
en 2012 el Relator Especial sobre el derecho de toda persona al 
disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental (2012) 
aclaró que estos impuestos no deben resultar regresivos, de lo 
contrario no estarían “en consonancia con la obligación de los 
Estados de respetar el derecho a la salud.” (párr. 18). Resulta 
comprensible que en ese momento, cuando la evidencia sobre el 
impacto de este tipo de impuestos no era tan clara, esta fuera una 
preocupación. Sin embargo, al tiempo que se ha popularizado 
este impuesto, también lo ha hecho la evidencia sobre su impac-
to. Tal como se verá más adelante (Sección 5.3), a largo plazo el 
impuesto impacta de manera positiva en los grupos más vulne-
rables; en tanto que mejora su salud, reduce los costes asociados 
al tratamiento de ecnt, aumenta la productividad e incrementa 
el ingreso de estas familias (World Bank, 2020, p. 39). Dado que 
son las familias de menos recursos quienes más consumen este 
tipo de bebidas, serían ellas también las que en mayor medida 
se benefician con este impuesto (Allcott et al., 2019; Sassi et al., 
2018). Entonces, lejos de ser una carga desproporcionada a los 
más desaventajados, el impuesto es una medida fiscal que, a lar-
go plazo, favorece el derecho a la salud y la alimentación de los 
grupos más vulnerables.

Con todo, si se quisieran tomar medidas adicionales para 
mitigar ese potencial efecto regresivo, una política ideal en ma-
teria de impuestos a las bebidas azucaradas podría destinar el in-
greso obtenido a garantizar el acceso de los más pobres a sustitu-
tos saludables como agua potable, frutas y verduras. De hecho, 
los mismos Relatores sobre el derecho a la alimentación y la sa-
lud han destacado aquellas experiencias donde el dinero recau-
dado ha sido utilizado en beneficio de los más vulnerables, mi-
tigando así su potencial impacto en estos grupos. Por ejemplo, 
en su informe de 2016, la Relatora Especial sobre el derecho a la 
alimentación destacó los casos de México y la Nación Navajo; 

el consumo de alimentos y bebidas dañinos para la salud, incluso por medio 
del incremento del impuesto sobre las bebidas azucaradas”(párr. 46).
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afirmó que “aunque algunos destinan directamente los ingresos 
tributarios al presupuesto general o al sector de la salud, otros 
los utilizan para financiar proyectos concretos relacionados con 
la nutrición y la salud” (Elver, 2016, párr. 85). Asimismo, el Rela-
tor Especial sobre el derecho de toda persona al disfrute del más 
alto nivel posible de salud física y mental, en su informe de 2014 
propuso que “reducir el precio de los alimentos nutritivos a un 
nivel inferior o comparable al de los alimentos poco saludables 
haría más asequible la alimentación sana” (Grover, 2014, párr. 
19); esto podría, además, reducir el posible efecto punitivo de 
este impuesto en los grupos de menores ingresos.

Ahora bien, desde el plano constitucional un impuesto a 
las bebidas azucaradas es perfectamente posible. La Constitu-
ción colombiana establece que los derechos a la alimentación 
equilibrada de los niños y el derecho a la salud de todos son de-
rechos fundamentales que requieren la acción del estado para su 
protección9. Esto implica, entonces, tomar las medidas de pre-
vención necesarias para evitar muertes que sean prevenibles. Es 
decir que no es suficiente con que el estado atienda por medio 
de su sistema de salud las enfermedades relacionadas con el so-
brepeso y la obesidad, es necesario que también adopte medi-
das para evitar que dicha condición se presente. En la adopción 
de dichas medidas de prevención, el estado debe guiarse por 
los principios de mejor evidencia científica disponible libre de 
conflictos de interés (Office of the United Nations High Com-
missioner for Human Rights [ohchr], 2020) y por las recomen-
daciones de los órganos de salud pública especializados. Como 
ya se explicó, el impuesto a las bebidas azucaradas —junto con 
otras medidas como el etiquetado de alimentos, las restricciones 
a la publicidad de productos ultraprocesados y los ambientes sa-
ludables— son medidas que han demostrado ser efectivas en la 
prevención y reducción del sobrepeso y la obesidad.

Por otro lado, aunque ni la Constitución ni la Corte Cons-
titucional se han manifestado en concreto sobre el tema, estas sí 

9	 Constitución Política de Colombia [Const]. Art. 44 y 49. Julio 7 de 1991 
(Colombia).
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han reconocido al legislador un amplio margen de acción para 
la configuración de la política tributaria (Corte Constitucional 
de Colombia, C-445/05, C-664/09). En materia de tributos al ta-
baco, otro producto cuyo consumo tiene graves impactos para 
la salud pública, la Corte Constitucional ha establecido que en 
aquellos productos que no sean de primera necesidad el legisla-
dor puede optar por un mayor impuesto al consumo con el fin de 
desincentivar su compra. En efecto, tratándose de productos que 
generan afectaciones a la salud, resulta legítimo que el legisla-
dor establezca tributos adicionales con el fin de lograr impactos 
positivos en la salud pública (Corte Constitucional de Colombia, 
C-197/97).

Esta jurisprudencia en tabaco podría ser aplicada en ma-
teria de bebidas azucaradas por analogía. Dada la evidencia 
científica que relaciona el consumo de bebidas azucaradas con el 
aumento de la obesidad y la diabetes tipo II —así como otras en-
fermedades no transmisibles—, la decisión del legislador de im-
poner un tributo que desincentive su consumo no solo es posible 
dentro del margen que tiene el Estado para configurar la política 
tributaria, sino que también es coherente con la protección de 
otros derechos constitucionales, como el derecho a la salud, la ali-
mentación y los derechos de los niños (Guarnizo & Rozo, 2016).

5.	 Argumentos a favor de un impuesto a  
las bebidas azucaradas en Colombia
El impuesto a las bebidas azucaradas ha ganado relevan-

cia mundial en los últimos años. En 2017, la oms recomendó el 
impuesto como una medida efectiva para reducir el consumo de 
azúcar, de la misma manera que ya lo venían haciendo los im-
puestos al tabaco (who, 2017). Como se mencionó anteriormen-
te, al menos 43 países y ocho ciudades de Estados Unidos han 
implementado este tipo de impuesto (gfrp, 2020). En América 
Latina, México y Chile han adoptado un impuesto a las bebidas 
azucaradas, y es México el caso más destacable por su impacto. 
En Colombia el impuesto a las bebidas azucaradas fue propues-
to por primera vez en 2016, y posteriormente ha sido propuesto 
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por el Grupo de Trabajo Sobre Políticas Fiscales para la Salud10 
para ser incluido en las reformas tributarias, sin que a la fecha se 
haya logrado su adopción. En esta sección se revisarán algunos 
de los argumentos que justifican la adopción de este impuesto 
para el país.

5.1	 ¿Por qué un impuesto a  
las bebidas azucaradas?

Las bebidas azucaradas son una fuente importante de 
azúcares. Se estima que una lata de estas bebidas puede contener 
40 gramos de azúcares libres, que equivalen a 10 cucharadas de 
azúcar (who, 2017, p.1). Esto equivale casi al límite de ingesta de 
azúcares diaria que recomienda la oms para llevar una vida sa-
ludable, evitar la obesidad y evitar la caída de dientes11. Por otro 
lado, al tratarse de azúcares consumidos en forma líquida, su 
consumo tiene una baja capacidad de saciedad; por el contrario, 
puede estimular el apetito (Almiron-Roig et al., 2013; Sundborn 
et al., 2019).

En Colombia, el consumo de bebidas azucaradas es más 
frecuente en niños y jóvenes (icbf, 2015). Estas bebidas son una 
proporción significativa del consumo líquido en niños y adoles-
centes (Guelinckx et al., 2015), reemplazando de su dieta produc-
tos saludables como la leche o el agua (Hsiao & Wang, 2013; Var-
tanian et al., 2007). Además, gracias a su composición, consumir 
bebidas azucaradas puede incluso ser un hábito adictivo (Falbe 
et al., 2019). Por esto, el impuesto a estos productos beneficiaría 
en mayor medida a este grupo poblacional, desincentivando que 
adquieran este hábito.

Es importante insistir en que, para que el impuesto a las 
bebidas azucaradas sea más efectivo, este debería ser parte de un 

10	 Ver más en (Grupo de Trabajo sobre Políticas Fiscales para la Salud, 
2019).

11	 La oms recomienda que el consumo de azúcar libres sea menor al 
10 % de la energía diaria, equivalentes a 12 cucharadas de azúcar para 
adultos. Para lograr mayores beneficios en salud, recomienda reducir esta 
ingesta a menos del 5 % de la energía diaria (OMS, 2015).
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paquete integral de medidas destinadas a mejorar la salud ali-
mentaria y prevenir la obesidad. Por ello es necesario que junto 
a los impuestos a productos no saludables se adopten otras me-
didas orientadas a lograr entornos más saludables; tales como el 
etiquetado frontal de advertencia, la regulación de publicidad de 
productos no saludables dirigidos a público infantil o la promo-
ción de entornos escolares saludables.

Por último, no debe confundirse este impuesto con otros 
como el iva, cuyo objetivo es diferente. Mientras que este últi-
mo busca un recaudo alto y constante en el tiempo como fuente 
de financiación del Estado, el impuesto a las bebidas azucara-
das busca desincentivar un hábito de consumo con impactos 
nocivos, sociales e individuales. Mientras que el objetivo del 
iva es recaudatorio, el impuesto a las bebidas azucaradas busca 
crear una distorsión en el mercado de bebidas azucaradas, con 
el objetivo de lograr mejoras en la salud pública. Esto significa 
que el régimen tributario de las bebidas azucaradas no debería 
ser pensado como una fuente de recaudo de largo plazo. Ade-
más, dada su función y tarifas, el iva no puede considerarse un 
impuesto sustituto del impuesto a bebidas azucaradas. De he-
cho, en la mayoría de los países donde estos operan, las bebidas 
azucaradas son gravadas con ambos tipos de impuestos. En Co-
lombia, solo desde 2019 las bebidas gaseosas son grabadas con 
un iva plurifásico, luego de décadas de gozar de una exención a 
dicho impuesto.

5.2	 Impactos directos del impuesto

En la discusión sobre los beneficios de un impuesto a las 
bebidas azucaradas, se pueden identificar beneficios directos e 
indirectos. Los beneficios directos son aquellos que se derivan 
exclusivamente de la implementación del impuesto. El primero 
de estos efectos es la disminución en el consumo de bebidas azu-
caradas, además de los beneficios de salud que resultan de esta 
disminución. Estimaciones realizadas para el contexto nacional 
sostienen que un impuesto del 24 % a estos productos tendría el 
potencial de reducir la obesidad en los hogares de ingresos más 
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bajos entre un 5 % a un 10 %, y en los hogares de ingresos me-
dios entre 5 % y 8 % (Vecino-Ortiz & Arroyo-Ariza, 2018).

Otro efecto sería la reducción en los gastos del sistema públi-
co relacionados con la atención de ecnt asociadas al consumo 
de bebidas azucaradas. Para 2016 se destinaron más de 25 billo-
nes de pesos anuales de los recursos en salud a la atención de 
enfermedades prevenibles en Colombia. Sumado a esto, tan solo 
el gasto por diabetes atribuible a bebidas azucaradas se estima 
en más de 740 000 millones de pesos al año (Cadena Gaona et 
al., 2016). Una política que logre disminuir el consumo de estas 
bebidas y, por esta vía, logre reducir la incidencia de la obesidad 
y el sobrepeso generaría ahorros importantes en el sistema de 
salud que benefician a la población en general.

Asimismo, los recursos públicos nuevos que generaría este 
impuesto también representan un beneficio directo. Si bien el 
objetivo principal de esta política es reducir el consumo, el re-
caudo de quienes estén dispuestos a pagar este costo adicional 
por consumir bebidas azucaradas generaría recursos fiscales, 
los cuales pueden ser útiles para la financiación de bienes y ser-
vicios públicos, programas y demás políticas direccionadas a 
mejorar la salud pública. Estimaciones para el caso colombiano 
muestran que una sobretasa del 20 % al consumo de bebidas 
azucaradas generaría al menos un billón de pesos anuales (Caro 
et al., 2017). Es importante, sin embargo, resaltar que estos re-
cursos deben verse como ingresos transitorios al erario público, 
pues el objetivo principal de la política sigue siendo disminuir el 
consumo. Por lo tanto, a mediano y largo plazo, si los hábitos de 
consumo transitan a productos más saludables, es probable que 
este recaudo pueda reducirse.

El impuesto, si es acompañado de otras estrategias que 
incentiven productos saludables, también podría aumentar la 
demanda de productos agrícolas (Thow et al., 2014). Este bene-
ficio directo se debe a la sustitución de las bebidas azucaradas 
por productos que cumplan la misma función, pero cuyo precio 
relativo sea menor. Esto ocurre cuando el consumidor percibe 
el aumento de los precios y busca reacomodar su canasta, de 
tal manera que pueda alcanzar un nivel de bienestar muy pa-
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recido al que tenía antes recibiendo los mismos ingresos. Para 
lograr un cambio rápido y efectivo sobre el hábito de consumo, 
sin embargo, es necesario que los sustitutos saludables estén al 
alcance de los consumidores finales, tanto en precio como en 
disponibilidad. Una forma de lograr esto puede ser utilizar el re-
caudo obtenido para mejorar vías terciarias que permitan a los 
agricultores acceder a los mercados urbanos a menores precios 
(Ortega, 2018) o subsidiando directamente la demanda de estos 
productos.

5.3	 Impactos indirectos a los hogares

Los beneficios indirectos del impuesto son aquellos bene-
ficios generados con la menor incidencia del sobrepeso y la obe-
sidad. Esto beneficiaría en mayor medida a los hogares de me-
nores ingresos, pues estos son quienes más consumen este tipo 
de productos. Al mismo tiempo, son estos quienes tienen mayor 
potencial de ser disuadidos en el consumo de estos productos 
una vez el impuesto sea implementado.

Un menor consumo representa beneficios en la salud y los 
ingresos de estos hogares. Al incorporar en la decisión de con-
sumo de estas bebidas los efectos (antes no anticipados) sobre 
la salud, se disminuyen los riesgos de sobrepeso, obesidad y 
otras consecuencias no previstas. Esta menor morbilidad tam-
bién representa ahorros importantes en los hogares relacionados 
con gastos de bolsillo y gastos asociados a las enfermedades (gastos 
de transporte para asistir a citas médicas, cuidado, entre otros). 
Un estudio de la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe - cepal en tres países de América Latina (Ecuador, Chi-
le y México) realizó una estimación de estos costos, teniendo en 
cuenta que en los tres países estudiados el sobrepeso y la obe-
sidad afectan a algo más de dos tercios de la población adulta. 
Según estimaciones de la cepal, en Ecuador, México y Chile el 
total de gasto de bolsillo y cuidado de los pacientes para el año 
2014 están entre los 35 y los 296 millones de dólares (Fernán-
dez et al., 2017). Aunque no existen cifras para Colombia, el país 
puede estar en este rango, ya que comparte características socia-
les, económicas y políticas similares a estos países de la región 
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(Fernández et al., 2017, p. 81). Las estimaciones para estos países 
comparables dan una idea aproximada de los costos en que incu-
rren los hogares colombianos a causa de enfermedades asocia-
das a la obesidad y al sobrepeso.

Asimismo, al enfermarse menos se generan importantes 
ganancias en productividad (que se traducen en mayores ingresos) 
para las personas de estos hogares. Similarmente, menores días 
de incapacidad representan mayores ingresos, pues tienen más 
horas de trabajo disponibles (Allcott et al., 2019). Frente a este 
punto, la investigación de la cepal también ofrece algunos da-
tos pertinentes: la pérdida de productividad total —con base en 
los componentes de mortalidad prematura y ausentismo laboral 
causados por enfermedades asociadas a la obesidad y sobrepe-
so— para el año 2014 se calculó en 493 millones de dólares para 
Chile, 1746 millones para Ecuador y 7315 millones para México 
(Fernández et al., 2017, p. 93). A su vez, una publicación de la 
ocde sobre obesidad y sobrepeso muestra que —para una mues-
tra de 52 países, incluyendo países miembros de la ocde, de la 
Unión Europea y del G20— las personas con enfermedades cró-
nicas asociadas con el sobrepeso tienen un 8 % menos de proba-
bilidad a la hora de conseguir un empleo y 3,4 % más de proba-
bilidad de presentar ausentismo laboral o ser menos productivos 
en el trabajo (Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos [ocde], 2019). Si bien pueden existir diferencias en 
términos de productividad laboral e informalidad entre los paí-
ses de referencia de los estudios y Colombia, estas cifras pueden 
dar una idea sobre el potencial impacto que tiene el consumo de 
bebidas azucaradas —a través de las enfermedades crónicas aso-
ciadas y los costos que estas conllevan— en los ingresos de los 
hogares del país.

Si se tiene en cuenta que estos beneficios se concentran en 
hogares de menores ingresos, las ganancias en equidad generan 
un beneficio adicional que no se debe perder de vista, especial-
mente en un país con brechas socioeconómicas como Colombia. 
Así pues —contrario a lo que comúnmente se pensaría— el im-
puesto a las bebidas azucaradas, lejos de afectar desproporcio-
nadamente a los más pobres, podría beneficiarles a largo plazo. 
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Como vimos, la medida genera beneficios netos que logran com-
pensar los posibles costos asociados al impuesto (Allcott et al., 
2019; Dubois et al., 2020), incluso si no hay una destinación es-
pecífica del recaudo que busque mitigar el impacto distributivo. 
Desde la perspectiva de derechos humanos, esta medida lograría 
beneficiar el derecho a la salud y la alimentación de los más po-
bres, por lo cual se puede considerar una medida deseable.

5.4	 Un impuesto que no limita la autonomía

En el debate sobre la legitimidad de las medidas que limi-
tan el margen de acción de las personas con el fin de proteger la 
salud pública u otro bien colectivo ya existen estándares consti-
tucionales que pueden ser útiles. La Corte Constitucional ha se-
ñalado que —aparte de las medidas que imponen ciertos ideales 
de virtud o excelencia humana (p. ej. una medida que obligue a 
todos las personas a hacer 30 minutos de deporte todos los días), 
que no son permitidas bajo ninguna circunstancia— las medidas 
que buscan promover intereses, bienestar o valores importantes 
al ser humano por medio de medidas disuasivas son en principio 
permitidas.

Sobre este último tipo de medidas, la Corte también ha di-
cho que es posible diferenciar entre aquellas que imponen una 
sanción para estimular el comportamiento (p. ej. la norma que 
castiga con multa no llevar el casco o el cinturón de seguridad) 
y aquellas otras que no usan sanciones, sino otras formas de 
disuasión (p. ej. restringir la venta de cigarrillos al menudeo o 
limitar su publicidad en ciertos horarios o medios) (Corte Cons-
titucional, C-639/10, C-830/10). Las primeras serían constitu-
cionales solo si superan un test estricto de proporcionalidad, es 
decir, solo si se demuestra que el fin es imperioso y que no existe 
otro medio menos restrictivo de la libertad; las segundas serían 
permitidas en casi todos los casos, ya que no suponen una limi-
tación a la autonomía de la persona. En efecto, en tanto que la 
limitante que imponen es mínima (comprar la cajetilla completa 
o no recibir su publicidad en ciertos horarios, siguiendo el ejem-
plo anterior), no se entiende que restrinjan la autonomía de la 
persona para seguir consumiendo el producto si así lo desea.
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Los impuestos a las bebidas azucaradas hacen parte de 
este segundo grupo de medidas, pues no buscan prohibir el con-
sumo de estas bebidas sino disuadirlo. En particular, el impuesto 
solo hace que las bebidas azucaradas sean más costosas y, por 
lo tanto, se reduzca su consumo. Dado que la medida fiscal no 
impone una restricción legal de consumo ni producción, respeta 
la autonomía individual; en tanto permite que la persona pueda 
comprar el producto si asume el mayor costo. La medida no im-
pide que si una persona quiere seguir consumiendo un producto 
(aun a sabiendas de los efectos negativos para su salud) pueda 
hacerlo, sin limitaciones adicionales distintas al precio, como ya 
sucede en materia de tabaco.

6.	 Retos en el diseño y la implementación
Al hablar sobre la adopción de un impuesto a las bebidas 

azucaradas en Colombia, es imperativo tener en cuenta los retos 
que existen tanto en el diseño como en la implementación del 
impuesto. Entre ellos se pueden mencionar los que se detallan a 
continuación.

6.1	 Que la empresa no asuma el costo

Dado que la finalidad principal de este tipo de impues-
tos no es cubrir las necesidades de gasto de los gobiernos, sino 
desincentivar el consumo de las bebidas azucaradas, el impuesto 
utilizado debe ser un gravamen sobre el consumo y no sobre la 
producción. Esto es importante porque el precio es el mecanis-
mo por el cual se desincentiva el consumo de estos productos. Si 
el costo del impuesto no es percibido por el consumidor final, la 
política corre el riesgo de no ser efectiva para disminuir las ecnt 
asociadas con el sobrepeso y la obesidad.

El primer reto es lograr que el precio final para el consu-
midor efectivamente aumente, ya que existen escenarios en los 
cuales un impuesto no lleva a un aumento del precio final del 
producto. Cuando el impuesto no es al consumo y se establece 
en algunas de las etapas de la cadena de producción/suministro, 
existe la posibilidad de que la industria pueda absorber el im-
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puesto y agregarlo a su estructura de costos, sin necesariamente 
aumentar el costo del producto final. En mercados oligopólicos, 
similares al colombiano, las empresas tienen un alto poder de 
mercado que les permite hacer cambios en los precios. La expe-
riencia del Reino Unido, Estados Unidos, México y Chile mues-
tra que si el impuesto se diseña adecuadamente, se observan 
efectivamente aumentos en los precios finales de estos produc-
tos (Bandy et al., 2020; Nakamura et al., 2018; paho, 2015; Ro-
berto et al., 2019).

6.2	 Informalidad

Un segundo reto es la alta informalidad, que repercute en 
una implementación parcial del impuesto en los segmentos de 
la población en donde se tienen mayores beneficios en términos 
de salud y equidad. Una importante proporción de estableci-
mientos de comercio en Colombia, especialmente aquellos ubi-
cados en zonas con hogares de bajos ingresos, no se encuentran 
formalizados. Esto lleva a que no se cumplan las obligaciones 
tributarias contenidas en el Estatuto Tributario. Si el impuesto 
no se cobra en estos establecimientos, las ganancias esperadas 
(que se concentran en los hogares de menores ingresos) no se 
podrán obtener plenamente. Es importante para la efectividad 
de esta medida que se mejoren las estrategias de formalización, y 
al mismo tiempo se debe impulsar la mejoría de las capacidades 
de la autoridad tributaria para una fiscalización efectiva. De he-
cho, el conpes 3993 de 2020 justamente plantea una política de 
modernización de la dian que pueda mejorar la formalización y 
recaudación.

Dado este reto de informalidad, es importante que la cau-
sación del impuesto no sea asumida por el vendedor final, sino 
en pasos anteriores de la cadena de distribución y comercializa-
ción. En particular, es recomendable que sea el distribuidor ma-
yorista quien deba pagar el impuesto; y el productor o importa-
dor, quien lo recaude. De esta manera, el resto de la cadena haría 
transacciones sobre un producto cuyo precio ya incluye el grava-
men. De hecho, Colombia cuenta con experiencia en impuestos 
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al consumo donde el pago no lo hace el consumidor final, como 
el impuesto nacional al carbono.

6.3	 Interferencia de la industria en su aprobación

Una dificultad recurrente en la adopción de este impues-
to es el bloqueo por parte de la industria de bebidas azucaradas. 
Distintos estudios han encontrado que las empresas de bebidas 
azucaradas suelen acudir a la difusión de mensajes de oposición, 
la creación de relaciones con hacedores de política pública (o 
lobby corporativo) y al ofrecimiento de políticas de sustitución 
(p. ej. medidas de autorregulación) como estrategias recurrentes 
para oponerse al impuesto y a otras políticas de alimentación sa-
ludable (Mialon et al., 2020; Ojeda et al., 2020). En Colombia, 
las tácticas para impedir la aprobación del impuesto no han sido 
muy diferentes. La literatura ha destacado que las asociaciones 
de industriales han recurrido a la incidencia directa con legisla-
dores (o lobby), la promoción de acuerdos de autorregulación, 
la generación de alianzas para mejorar su imagen corporativa 
(p. ej. asociaciones público-privadas con un componente social 
o estrategias de responsabilidad social empresarial) y al uso de 
evidencia con conflictos de interés, entre otros (Díaz-García et 
al., 2020; La Liga Contra el Silencio, 2018, 2019a, 2019b; Mialon 
et al., 2020). Incluso, en un caso, activistas denunciaron situa-
ciones de intimidación personal ( Jacobs & Richtel, 2017).

El problema con esta influencia es que las industrias suelen 
acercarse a la política con el fin de defender sus intereses corpora-
tivos, y no con la idea de defender la salud pública y los derechos 
de toda la población. Además, dado que se trata de un actor bien 
organizado y con alta capacidad de financiación, su influencia en 
el debate resulta siendo mayor que la de otros actores sociales que 
no cuentan con los mismos recursos. Un estudio de Diaz-García 
et al. (2020) mostró que las asociaciones de industriales en repre-
sentación del sector azucarero fueron el actor más influyente en 
la discusión legislativa que terminó en el rechazo del impuesto 
en 2016, por encima incluso del Ministerio de Salud, la academia 
y las organizaciones de la sociedad civil (p. 178). Casos similares 
de interferencia de la industria en la aprobación de este impuesto 
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han sido documentados también en México (Ojeda et al., 2020), 
Chile (Carriedo et al., 2021), Suráfrica (Abdool Karim et al., 2020) 
y el Reino Unido (Buckton et al., 2018).

6.4	 Riesgos de regresividad fiscal 

Un cuarto reto es la regresividad del impuesto. Al ser un 
impuesto que no tiene en cuenta los ingresos del contribuyen-
te, esta política puede resultar regresiva, pues los consumidores 
de menores ingresos destinarían una mayor proporción de sus 
ingresos al pago de este (Allcott et al., 2019; Sassi et al., 2013). 
Aun cuando el nivel de consumo de estas bebidas sea el mismo 
para todas las personas (sin importar su nivel de ingreso), la 
proporción del gasto del hogar usada en la adquisición de es-
tos productos es mayor en los hogares más pobres. Si la política 
no logra desincentivar el consumo de estas bebidas, los hoga-
res más pobres se verían más afectados por la medida, en tanto 
que no lograrían compensar en beneficios a su salud los costes 
asociados al incremento de precio. En algunos casos, como en 
Chile y el Reino Unido, no siempre las poblaciones de más bajos 
ingresos son las que más han respondido ante los cambios de 
precios. No obstante, esto ha sucedido principalmente debido a 
un mal diseño del impuesto, que no logra que el precio aumente 
lo suficiente para poder cambiar los incentivos de la población 
objetivo frente al consumo de estos productos (Lin et al., 2011; 
Nakamura et al., 2018).

A medida que aumenta el ingreso total de la unidad de 
gasto per cápita, el impacto del impuesto es menor si no se cam-
bian los hábitos de consumo. La gráfica 5 muestra la distribu-
ción del porcentaje del gasto total de la unidad de gasto que se 
destina a la compra de bebidas azucaradas; en el 50 % de los ho-
gares más pobres al menos el 0.64 % de su gasto se utiliza en 
esta compra, mientras que en el 50 % de los hogares más ricos 
se usa el 0.21 %. 

No obstante, para determinar el tamaño de la regresividad 
del impuesto hay que analizar qué tan sensibles son los consumi-
dores a los cambios de precio de estos productos. Si la demanda 
disminuye de forma al menos proporcional al cambio de precio, 
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el impacto regresivo de la medida es menor, pues no destinarán 
una parte significativa de sus ingresos en el pago de este impues-
to. Una forma adicional de contribuir a la caída de la demanda 
de bebidas azucaradas es aumentar la asequibilidad de productos 
sustitutos, como el agua potable y otros productos agrícolas, que 
permitan a los consumidores reemplazarlas y acceder a produc-
tos más saludables, como frutas y verduras frescas.

Gráfica 5. Diagrama de caja que muestra el porcentaje del  
gasto total de la unidad de gasto que se usa en la compra de 
bebidas azucaradas* por decil del ingreso total de la unidad  
de gasto per cápita
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*Se tienen en cuenta los gastos de los hogares en comidas preparadas por 
fuera del hogar que incluyan: gaseosas y otros refrescos para el consumo 
individual, maltas, refrescos líquidos, concentrados para preparar refrescos  
y bebidas energizantes para consumir en el hogar.

La evidencia que existe para este tipo de impuesto (Faulk-
ner et al., 2011; Vecino-Ortiz & Arroyo-Ariza, 2018) —y para im-
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puestos saludables similares como los impuestos al tabaco (Cha-
loupka et al., 2012; Czubek & Johal, 2010; Gallet & List, 2003; 
Levy et al., 2004)— muestra que los consumidores jóvenes y de 
bajos ingresos son quienes responden más a los impuestos salu-
dables cambiando sus patrones de consumo (Sassi et al., 2013). 
La demanda de bebidas azucaradas en niños y jóvenes es usual-
mente sobre la marcha, tanto por su ingreso disponible como 
por las decisiones de gasto. Esto refleja la alta sensibilidad al pre-
cio que puede tener la demanda de bebidas azucaradas por parte 
de este grupo poblacional. Cabe resaltar que esta población es la 
que más consume estos productos, y también son quienes me-
nos estarían internalizando los impactos de este consumo, pues-
to que ven las consecuencias como algo a muy largo plazo. Por lo 
tanto, desincentivar el consumo de bebidas azucaradas a través 
de un impuesto tendría los impactos esperados, principalmente 
una disminución en la demanda de estos productos por parte de 
los niños y los jóvenes.

Es importante resaltar que también existen formas de mi-
tigar esta regresividad a corto plazo. Si los recursos se invierten 
en bienes y servicios públicos que benefician en mayor medida a 
las personas y hogares de menores ingresos —como infraestruc-
tura para la provisión de agua potable, la mejora en cobertura y 
calidad de los sistemas de salud y educación pública o en progra-
mas sociales focalizados a esta población—, se puede compen-
sar la posible regresividad. La experiencia de México puede ser 
provechosa. Allí los recursos provenientes del impuesto deben 
ser usados en la prevención y tratamiento de la malnutrición, 
así como en el suministro de agua potable en escuelas (Ley de 
ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2015, 2014). 
Desde el marco de los derechos humanos, distintos informes ya 
han señalado que este tipo de medidas ayudarían a eliminar el 
posible impacto de este impuesto en los más pobres, haciendo 
que la medida sea fiscalmente progresiva (incluyendo el efecto 
del impuesto, pero también del gasto).

En todo caso, y como se expuso anteriormente, los be-
neficios directos e indirectos de la medida —provenientes de la 
disminución de la morbilidad asociada al consumo de estas be-



34Políticas públicas al derecho

Diana C. León Torres • Alejandro Rodríguez Llach • Diana Guarnizo Peralta

bidas, las ganancias en productividad e ingreso y la reducción 
de gastos de bolsillo en salud y asociados— contribuyen a que 
el bienestar neto de estos hogares sea positivo. Es decir, incluso 
si el dinero recaudado no se destina directamente a los más po-
bres, su impacto a largo plazo generaría un impacto positivo en 
la salud y las vidas de este grupo.

6.5	 Sustitución por otros productos

El diseño y la implementación del impuesto debe tener en 
cuenta que los consumidores pueden suplir sus necesidades con 
otros productos del mercado que sean relativamente más bara-
tos, pero no necesariamente más saludables. En particular, pue-
den desviarse hacia productos de menor volumen o que no sean 
parte de la base gravable. El diseño del impuesto debe tener en 
cuenta esto y buscar incentivar que las decisiones de las perso-
nas por productos sustitutos se dirijan hacia productos más salu-
dables. Una forma de hacerlo es utilizar el recaudo para acercar 
al consumidor a productos sustitutos que no tengan impactos 
colaterales en la salud de sus consumidores, como el agua, las 
frutas o las verduras.

En muchos lugares del país donde no hay acceso a agua 
potable, desincentivar el consumo de bebidas azucaradas puede 
motivar el consumo de aguas no tratadas; estas, a su vez, pueden 
ser un factor para otras enfermedades como gastroenteritis, he-
patitis A, tifoidea y hasta polio (who, 2019). Esto no solo se debe 
a la falta de inversión para garantizar el acceso a agua potable, 
sino también a fenómenos naturales —como sequías o incluso 
a impactos humanos, como la contaminación del recurso hídri-
co— que dificultan el acceso de la población a este servicio. De 
allí, entonces, que en aquellos lugares donde no exista acceso 
suficiente a agua potable se hace más necesario que el recaudo 
sea usado en garantizar el acceso efectivo de la población al re-
curso hídrico.

Otro de los posibles sustitutos de las bebidas azucaradas 
son las bebidas con edulcorantes. Sin embargo, estas bebidas 
también pueden afectar la salud de sus consumidores (Browne 
et al., 2016). El aumentar el precio relativo de las bebidas azuca-
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radas a través de un impuesto puede hacer que los hogares cam-
bien sus hábitos de consumo por productos con edulcorantes, o 
incluso hacer que la industria dirija sus esfuerzos para hacer más 
atractivas las bebidas endulzadas con sustitutos del azúcar. Una 
política ideal en este tema debería poder evaluar la progresiva 
inclusión de estos u otros productos similares en la base grava-
ble, con el fin de lograr mejores resultados en salud pública. 

6.6	 ¿Impuesto Ad valorem o específico?

Para lograr desincentivar el consumo de estas bebidas, se 
cuenta con dos tipos de instrumentos: los impuestos específicos y 
los impuestos ad valorem. La diferencia entre los dos está en que 
mientras el primero ajusta la tarifa dependiendo de una unidad de 
medida específica, el segundo la ajusta dependiendo del valor del 
producto. Ambos poseen retos importantes tanto para su efectivi-
dad como para su recaudo, y deben ser analizados según el mer-
cado y las preferencias de las personas. En el caso colombiano la 
decisión sobre uno u otro tipo de impuesto debe tener en cuenta 
no solo el objetivo de la política, sino también la capacidad admi-
nistrativa, el poder de manipulación de precios de las empresas, la 
informalidad del mercado y los impactos regresivos.

En el caso del impuesto específico, este se ajustaría a la 
cantidad de azúcar o al volumen del producto; cuando la can-
tidad de estos aumenta, el impuesto es mayor. Cuando la base 
gravable es la cantidad de azúcar, el impuesto es más eficiente, 
porque la tarifa está dirigida hacia el componente que causa los 
impactos negativos del consumo de bebidas azucaradas. Esto 
incentiva a los consumidores a sustituir estos productos por 
alternativas más saludables (con menos azúcar), mientras las 
empresas buscan la manera de reformular sus productos dismi-
nuyendo el contenido de azúcar (Grummon et al., 2019). Esta 
medida también puede ser una tarifa escalonada. Esto significa 
que se cobra una tarifa constante, incluyendo excepciones, para 
todos los productos que se encuentren en cierto intervalo deter-
minado por los gramos en un litro. A medida que los gramos de 
azúcar promedio por litro dentro del intervalo aumenten, la tari-
fa también lo hace.
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El volumen también puede ser usado para determinar un 
impuesto escalonado, e incluso puede ser más sencillo de imple-
mentar que cuando la base gravable es el azúcar, pues es más fá-
cil de verificar. Sin embargo, centrarse en el volumen no tienen 
la misma capacidad de focalización que los impuestos sobre la 
cantidad de azúcar; pueden existir una amplia gama de produc-
tos con el mismo volumen, pero con distinto contenido de azú-
car. Así, aunque es efectivo en recaudo, no incentiva a la indus-
tria a reformular el producto en términos de cantidad de azúcar.

No obstante, los impuestos específicos tienen retos de im-
plementación. Dado que la tarifa es un precio sobre una medida 
(p. ej. 1000 cop por cada 10 gramos de azúcar en cada 100 mili-
litros), este precio (los 1000 cop) debe ser ajustado anualmente 
por la inflación. Colombia ya tiene experiencia en estos ajustes 
y las reglamentaciones, como sucede a partir del 2020 en el im-
puesto sobre las bolsas plásticas12. Asimismo, este impuesto pro-
vee una fuente de ingresos más estables, pues no está sujeta a 
los precios del mercado que impongan los productores. Por otro 
lado, hay que considerar también que cuando el impuesto es del 
estilo 10 gramos en cada 100 mililitros una parte del contenido 
puede quedar sin gravarse.

En el caso del impuesto ad valorem, este aumentaría el 
precio final de todos los productos gravados en la misma propor-
ción de la tarifa seleccionada. Si la tarifa impositiva es del 20 %, 
todos los precios de los productos dentro de la base serían 20 % 
más caros para el consumidor. A diferencia del específico, este 
instrumento no necesita un ajuste anual a la inflación. Sin em-
bargo, la eficiencia del impuesto en reducir el consumo de bebi-
das azucaradas es menor, pues los consumidores pueden elegir 
opciones menos costosas sin importar el contenido de azúcar 
de estas. Asimismo, los productores (que en el caso colombiano 
actúan en competencia monopolística) tienen la capacidad de 

12	 Ver más en: DIAN. (2021). Esta será la tarifa del Impuesto Nacional 
al Consumo de Bolsas Plásticas para el 2021, con base en la variación del 
índice de precios al consumidor total nacional certificada por el Departa-
mento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). https://bit.ly/3mjWiRr 

https://bit.ly/3mjWiRr


37Políticas públicas al derecho

Impuesto a las bebidas azucaradas: una idea a favor de la salud pública

reducir el precio para que el impuesto no logre desincentivar de 
manera drástica la demanda de sus productos.

Tabla 1. Comparación de impuesto ad valorem y específico a una 
bebida gaseosa de 330 mililitros con 39 gramos de azúcar a un 
precio de mercado de 2050 pesos en moneda corriente13

Impuesto ad valorem Impuesto específico

Definición
Es un impuesto sobre el 
precio de venta de las 
bebidas azucaradas. 

Es un impuesto sobre el con-
sumo de azúcar dentro de los 
productos gravables.

Ejemplo Impuesto del 25 % sobre 
el precio final de venta

Impuesto de 164 pesos en 
moneda corriente por cada 
11 gramos de azúcar en 100 
mililitros

Base  
gravable 2050 cop 33 gramos de azúcar en 

330 ml

Recaudo por 
bebida 492 cop 491.64 cop

Precio Final 2542 cop 2541.64 cop

Ventajas

- No necesita actuali-
zaciones anuales si la 
tarifa es la adecuada. 
- Es más fácil hacer un 
cálculo preciso.
- Colombia ya cuenta 
con experiencia en estos 
impuestos.
- Todo el producto es 
gravado.

- Incentiva la sustituibilidad 
hacía consumo de productos 
con menos azúcar, ya que 
todos los productos con la 
misma cantidad de azúcar 
por volumen van a tener el 
mismo impuesto.
- Para disminuir el impacto 
del impuesto, el productor 
solo puede disminuir la 
cantidad de azúcar en sus 
productos. Es decir, la em-
presa no asume el costo del 
impuesto.
- Colombia ya cuenta con ex-
periencia en estos impuestos.

13	 En este ejemplo se establece una tasa ad valorem alrededor de la 
recomendada del 25 % y una tasa específica que genere el mismo recaudo. 
Esto no implica que nuestra recomendación de impuesto específico sea de 
164 pesos por cada 10 gramos de azúcar en 100 mililitros.
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Impuesto ad valorem Impuesto específico

Desventajas

- Requiere una capaci-
dad fiscal amplia para 
su recaudo.
- El productor puede 
reducir el precio de venta 
del producto para que 
la base gravable dismi-
nuya.
- La sustituibilidad en 
el consumo se hará a 
productos más baratos, 
pero no necesariamente 
más saludables. 
- Si lo declara el comer-
cializador final, hay 
evasión en los espacios 
informales. Si lo declara 
el productor, no ocurren 
evasiones.

- Requiere una capacidad fis-
cal amplia para su recaudo.
- Necesita actualización 
anual sobre el cambio en el 
índice de precios al consu-
midor.
- Si lo declara el comerciali-
zador final, hay evasión en 
los espacios informales. Si 
lo declara el productor, no 
ocurren evasiones.
- Requiere información preci-
sa sobre la cantidad de azú-
car que contiene cada uno 
de los productos gravables.
- Parte del contenido de 
azúcar puede quedar sin 
impuesto.
- Necesita vigilancia sobre el 
reporte exacto del contenido 
de los productos.

Ejemplos en 
Colombia

- Sobretasa a la gasolina
- Impuesto sobre las 
ventas
- Impuesto al consumo

- Impuesto a las bolsas plás-
ticas
- Impuesto nacional al car-
bono
- Impuesto a la gasolina y al 
acpm 

Aunque ambos tipos de impuestos buscan desincentivar 
el consumo de bebidas azucaradas, existen diferencias en el di-
seño, la implementación y los retos en capacidad fiscal dentro de 
cada uno de los países. La tabla anterior muestra las ventajas y 
desventajas de cada uno de los tipos de impuestos, con un ejem-
plo sobre un producto del mercado.

6.7	 Impactos en las ganancias y empleos  
en el sector de bebidas azucaradas

Dado que los productores de bebidas azucaradas reciben 
ingresos derivados de este mercado, son ellos quienes verían 
impactos negativos netos a corto plazo resultado de una políti-
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ca que busque reducir el consumo. En efecto, ante un aumento 
de los precios finales, la demanda por estos productos cae; por 
ende, las ganancias del sector disminuyen. Si bien esto sucede 
en los primeros años de implementación de la política, en aque-
llos países donde ya se usa un impuesto de este tipo, la industria 
ha usado estrategias de adaptación —como reducción del con-
tenido de azúcar en sus productos o incluso dirigirse a la pro-
ducción de bebidas saludables— que les permite mitigar los im-
pactos del impuesto en sus ganancias. Esto se ve reflejado en las 
experiencias del impuesto en otras jurisdicciones, en donde no 
se observó una reducción de los empleos en el sector de bebidas 
azucaradas de la industria manufacturera en México (Guerre-
ro-López et al., 2017), ni de los empleos en los supermercados en 
Illinois (Lawman et al., 2019).

6.8	 El avance continuo en la política fiscal  
por la salud pública

Las herramientas de política fiscal orientadas a mejorar 
la salud pública deberían tener dos elementos en cuenta para su 
implementación: i) las políticas complementarias y ii) la actua-
lización de la base gravable. El primer elemento hace referencia 
a las políticas de información que impulsen la internalización 
de los impactos en salud del hábito de consumo. En este caso se 
puede acompañar el tributo con campañas de información, in-
cluyendo el etiquetado frontal de advertencias. Respecto al se-
gundo elemento, es necesario que la política fiscal sea capaz de 
actualizar la base gravable para incluir a tiempo los productos 
sustitutos a las bebidas azucaradas (p. ej. bebidas con edulcoran-
tes, calóricos o no) a medida que se demuestre el impacto de es-
tos en la salud.

7.	 Conclusión
En Colombia, la obesidad y el sobrepeso se han conver-

tido en un problema de salud pública creciente. Además de ser 
un factor de riesgo de múltiples ecnt, el sobrepeso y la obesidad 
tienen implicaciones y costos de salud tanto en los individuos 
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como en el gasto público. La oms ha llamado a los gobiernos a 
implementar estrategias y políticas para hacerle frente al proble-
ma desde la niñez y disminuir su consumo, siendo una de estas 
un impuesto al consumo de bebidas azucaradas. Hasta ahora el 
apoyo de la academia, las organizaciones de la sociedad civil y la 
ciudadanía ha ido en ascenso; pese a que el apoyo político per-
manece escaso y muchas veces ha estado sesgado por el lobby de 
la industria de bebidas (Díaz-García et al., 2020). Este documen-
to hace una mirada de la situación actual desde una perspectiva 
económica y de los derechos humanos, usando evidencia em-
pírica y literatura que permita traer de nuevo la discusión en la 
próxima reforma tributaria.

La experiencia internacional ha mostrado que los impues-
tos, junto con otras estrategias, han sido efectivos para reducir el 
sobrepeso y la obesidad. Aunque existen retos de diseño e imple-
mentación, los beneficios directos e indirectos sopesan los cos-
tos a corto plazo que puede sufrir el sector. La epidemia de so-
brepeso y obesidad que vive el mundo, y en específico Colombia, 
necesita acciones que sean efectivas e inmediatas. El impuesto a 
las bebidas azucaradas puede ser ese impulso que tanto se nece-
sita en favor de la salud pública.
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